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I. Resumen

Según el Instituto Nacional de Estadística (INE) de marzo del 2012 la pobreza y la indigencia de nuestro país se redujeron (según el método de ingreso para el período enero - diciembre del 2011, así como en base a los indicadores de medición de la desigualdad). Entre los principales resultados se destaca la reducción de la indigencia de los hogares de 0,6 a 0,3% del 2010 al 2011, la reducción de la cantidad de personas indigentes en 0,6 puntos porcentuales, un 9,5 por ciento de hogares por debajo de la línea de pobreza (3,1 pocentuales menos que en el 2010) y el 13.7% de personas por debajo de la línea de pobreza, lo que significa 4,9 puntos porcentuales menos en relación al 2010. El índice Gini se ubica en el 0,4. Estos datos responden al crecimiento económico, las políticas sociales y las políticas de ingresos (salarios, empleos e impuestos). Dentro de estas políticas sociales cabe destacar: la reforma del sistema de la salud, que es universal y está basado en la capacidad contributiva de las personas; la política salarial, particularmente la mejora de los salarios mínimos tanto en lo nacional como por rama de actividad y la política de empleo ya que las mejoras en el mercado de trabajo generaron nuevos empleos, y el aumento en la formalización de trabajo. Con respecto a las políticas tributarias, la exoneración del Impuesto a la Renta y a las Personas Físicas (IRPF) en la franja de hasta 18 000 pesos uruguayos (unos 900 dólares americanos), ha mejorado el ingreso de las familias más pobres. La situación económica general del país ha continuado la tendencia de crecimiento en el último año, cerrando el 2011 con un crecimiento del 5,7%. 

En este contexto económico, el mercado de empleo mantiene niveles históricamente altos de actividad en 2011 alcanzó un 65% (74,4% entre los varones y 55.6% entre las mujeres), la tasa de empleo un 61% (71% entre los varones y 51.3% entre las mujeres); por último, la tasa de desempleo se mantuvo también en niveles muy bajos, 6,1% (4,5% entre los varones y 7,7% entre las mujeres). Estos datos, sin embargo, evidencian la persistencia de las brechas de género en el mercado de trabajo.

Las políticas de redistribución de las tareas de cuidados y corresponsabilidad, tanto entre el Estado, las familias y el mercado, como entre mujeres y varones, tienen una importancia sustantiva para generar igualdad de oportunidades y derechos entre mujeres y varones en el ámbito laboral. En este sentido, la creación de un Sistema Nacional de Cuidados es un compromiso asumido por el Estado a través del Plan de Igualdad de Oportunidades y Derechos. El Sistema Nacional de Cuidados se encuentra en su etapa de diseño y es responsabilidad del Ministerio de Desarrollo Social, bajo cuya órbita se encuentra el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres). A finales de 2012 se presentará una propuesta de financiamiento al Poder Ejecutivo, para continuar con la etapa de implementación, focalización e institucionalidad, de cuya estructura de liderazgo Inmujeres formará parte.

La escasa presencia de mujeres en los principales espacios de decisión y en los cargos de máximo poder de gobierno, sistema político, sistema judicial, academia, empresas, sindicatos, entre otros es notoria y no se corresponde con el alto índice de participación y de calificación que detentan las mujeres. La aprobación en el 2009 de la ley Nº 18476 de Participación Política implementará por única vez en las elecciones de 2014 un mecanismo para lograr una mayor igualdad entre varones y mujeres en el acceso a los cargos electivos del sistema político uruguayo. Esta ley establece la obligación de incluir a personas de ambos sexos en cada terna de candidatos/as (tres lugares sucesivos), tanto titulares como suplentes, en las listas electorales presentadas en los tres comicios —internas de los partidos políticos, nacionales y departamentales— que integran el ciclo electoral quinquenal uruguayo,  y también en todos los procesos electorales propios de las distintas colectividades políticas en los cuales eligen sus autoridades partidarias.

En cuanto a los avances específicos en torno a la lucha contra la violencia de género se ha avanzado en las medidas de protección a las víctimas de violencia doméstica, a través de medidas concretas como son la apertura en 2012 de la Casa de Breve Estadía para mujeres en situaciones de riesgo de vida. Se encuentra a su vez, en su primera etapa de diseño, el II Plan Nacional de lucha contra la Violencia Doméstica. Por su parte, en respuesta a la problemática de la trata de mujeres con fines de explotación sexual, se encuentran en funcionamiento dos servicios pilotos de atención desde el primer semestre de 2011, uno dirigido a mujeres adultas y otro a adolescentes, niños y  niñas. En relación al fortalecimiento de capacidades institucionales para el abordaje de la problemática de la trata en el país, Inmujeres coordina desde el año 2008 una Mesa Interinstitucional sobre Trata y Tráfico de mujeres,  integrada por organismos públicos, organizaciones de la sociedad civil y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), que tiene como principal cometido diseñar una estrategia de intervención y respuesta integral e integrada frente a la trata de mujeres. Asimismo, teniendo presente que la negación del goce del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos es una forma de violencia de género, se destaca la reciente aprobación de un proyecto de ley que despenaliza el aborto en determinadas circunstancias y bajo el cumplimiento de determinados requisitos. Limitantes que no permiten garantizar plenamente el derecho de las mujeres a decidir sobre el momento y número de hijos e hijas a tener, así como tampoco su libertad de conciencia y de pensamiento, entre otros derechos. Sin embargo, frente a un contexto nacional de criminalización total y absoluta de la interrupción del embarazo, la aprobación de este proyecto es entendida como un avance y un enorme desafío frente a su proceso futuro de reglamentación e implementación.

II. Seguimiento a la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género y el Plan Estratégico de Acción de la CIM

a) Situación jurídica, política y socio económica

Profundizando en el análisis de los datos presentados anteriormente sobre la situación del mercado de empleo  y    específicamente en la población afrodescendiente, que asciende a un 9,4 % de la población total del Uruguay, las mujeres presentan una tasa de desempleo que duplica a la de los varones afro y es más de tres puntos porcentuales mayor que la de las mujeres no afro. Estos datos evidencian que se mantienen las diferencias entre ambos sexos para el acceso y la permanencia en el mercado de trabajo, así como la múltiple discriminación por razones de género y raza que se impone sobre las mujeres afrodesendientes.

Profundizando sobre los tipos de empleo a lo que acceden las mujeres, un dato no menor es que el 50% de las mujeres ocupadas trabajan en servicios sociales, principalmente salud, educación y servicio doméstico. Dentro de este marco, es interesante destacar que una de cada cuatro mujeres afro que se encuentran ocupadas, trabaja en el servicio doméstico.  Sin embargo, si analizamos específicamente la categoría “profesionales, intelectuales y científicos “las mujeres duplican a los varones alcanzando un 14,7% frente a 6,5% respectivamente. Este dato colabora a  aportar evidencia a un hecho largamente conocido; en Uruguay como en otras partes del mundo el mercado laboral exige mayores niveles de educación formal a las mujeres. Esto queda demostrado al analizar los niveles educativos promedio de las mujeres ocupadas frente a sus pares varones: el 23% de las mujeres ocupadas tienen nivel universitario o similar, y solo el 16% de los varones alcanza ese mismo nivel.

En cuanto a la tasa de actividad en relación a la presencia de niños/as en el hogar, el comportamiento respecto a la participación en el mercado de trabajo es opuesto entre varones y mujeres a medida que aumenta la cantidad de niños/as pequeños/as. Mientras que los varones aumentan su tasa de actividad en 10 puntos porcentuales ante la presencia de niños/as pequeños/as en su hogar (pasando de un 80,6% cuando no hay niños/as a un 90% cuando si los hay), las mujeres disminuyen su participación en el mercado laboral a medida que aumenta el número de niños/as pequeños en el hogar. Esta baja es de 33 puntos porcentuales al comparar la tasa de actividad femenina en hogares sin presencia de niños/as y en hogares con 3 y más niños/as (de 68,9% a 35,7%).

A su vez, a medida que avanza la edad de los y las trabajadores/as, la brecha entre los años promedio de trabajo continuo se amplía entre varones y mujeres. Esto denota una desigualdad más frente al mercado de trabajo; las mujeres tienden a tener trayectorias laborales más inestables y discontinuas. Esto, a su vez impacta en sus capacidades de acceso a la seguridad social
, tanto en cuanto a lo estrictamente previsional como en términos de protección social, pues elegibilidad para la obtención de múltiples prestaciones sociales (tal como el acceso a la cobertura de salud a través del Seguro Nacional de Salud en el marco del Sistema Nacional Integrado de Salud-SNIS) mantiene, en el sistema uruguayo, una base fuertemente contributiva. 

Otra clara desigualdad de género presente en el mercado laboral refiere a la brecha de ingreso entre varones y mujeres de iguales niveles educativos. La presencia en el sistema educativo y el egreso de sus subsistemas no genera iguales beneficios para unos y otras: las mujeres que tienen 16 y más años de estudio perciben el 74,1% de lo que perciben los varones con igual nivel educativo. En el otro extremo, el mercado laboral paga un 30% menos a las mujeres sin instrucción que a los varones en la misma situación.

En Uruguay el 16% de las mujeres no poseen ingresos propios. Esta situación se agrava en los hogares de menores ingresos; una de cada cuatro mujeres del primer quintil de ingresos no posee ingresos propios y es una proporción importante en los hogares del segundo y tercer quintil (19% y 15% respectivamente). Esta es una dimensión central de la pobreza femenina, que limita seriamente el poder de decisión y el margen de libertad de las mujeres.

En cuanto a la presencia de mujeres en los tres Poderes del Estado, es de destacar que en el Poder Ejecutivo se redujo desde el inicio del período de gobierno. Las dos ministras nombradas al inicio de la gestión (marzo 2010) fueron relevadas de su cargo y reemplazadas por varones, mientras que el Ministro de Turismo fue reemplazado por su subsecretaria, única mujer con rango ministerial actualmente. La representación femenina de la subsecretaria del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se mantiene, totalizando por tanto la representación de mujeres en el gabinete presidencial un 8% (una Ministra y una subsecretaria sobre 26 cargos). En el Poder Judicial contrastando con su mayoritaria integración femenina, no existe ninguna mujer en la estructura de la Suprema Corte de Justicia. En el Poder Legislativo la presencia es también baja, siendo un 13% en la Cámara de Representantes y 15% en el Senado. La presencia de mujeres en los cargos de representación política territorial, en general alcanza un 17%,  existiendo un 18% de cargos ocupados por mujeres en las Juntas Departamentales, un 19% de Concejalas y 25% de alcaldesas.

Dentro del Movimiento Sindical y las cámaras empresariales se marca una fuerte ausencia de mujeres ya que solo el 7% de las representaciones en el Secretariado Ejecutivo del PIT -CNT es integrado por mujeres, mientras que la presencia de mujeres en la presidencia o vicepresidencia de las cámaras empresariales es nula.

Tomando como referencia otros organismos del Estado, la representación femenina en cargos ejecutivos o de alta gerencia alcanza un 26% en los Servicios Descentralizados, un 23% en los Entes Autónomos y un 9% en las Empresas Públicas. En cuanto a la presencia de las mujeres en los cuatro partidos políticos con representación parlamentaria, en promedio hubo solo un 26% de presencia en los primeros tres lugares de las listas al Senado y a Diputados en el 2009 (últimas elecciones nacionales).

b) Lineamientos sobre las políticas públicas y avances legislativos.

El país contó con su primer Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos con una vigencia establecida para el 2007 hasta el 2011, herramienta integral y primordial dirigida a construir condiciones para la igualdad de oportunidades y derechos entre varones y mujeres en el país. Dicho Plan se encuentra en evaluación, la que se constituirá en uno de los principales insumos para la elaboración de una segunda fase del  Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos, a elaborarse en los próximos meses.

A partir del inicio de la actual gestión de gobierno en 2010 se realizaron modificaciones en el proceso de elaboración presupuestal del Estado. Uno de los principales hitos alcanzados fue la inclusión de un conjunto de artículos que obligan al Estado y los diferentes incisos a avanzar en la construcción de políticas públicas con enfoque de género. 

La última Ley de Presupuesto Nacional (Nº 18.719) del 7 de diciembre de 2010, establece en su artículo 6 que “en el diseño, la elaboración, la ejecución y el seguimiento de las políticas públicas a cargo de los organismos del Presupuesto Nacional será de aplicación lo dispuesto por el art.2 de la ley 18.104 (15/03/2007) y del Plan de Igualdad de Oportunidades y Derechos”. En los artículos 14, 24, 45 y 51 incluyen disposiciones tendientes a promover la equidad de género en el empleo público. Esta ley también incluye disposiciones de género particulares para los siguientes Ministerios: Economía y Finanzas; Ganadería, Agricultura y Pesca; Industria, Energía y Minería; Turismo y Deporte; Educación y Deporte; Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; Desarrollo Social y para el Poder judicial.

Esto significó una importante oportunidad de sentar las bases para la elaboración de presupuestos con perspectiva de género (ya que en la actualidad se realizan solamente asignaciones presupuestales para algunos programas específicos), así como para generar incentivos para que la Administración Pública avance hacia la construcción de sistemas de indicadores de resultados del gasto público, y en particular, indicadores de género. Estos aspectos tienen especial incidencia en la etapa de rendición de cuentas de la ejecución presupuestal. 

Entre las medidas de protección de los derechos laborales de las mujeres a destacar se encuentran ley Nº 18.065, que regula el trabajo doméstico, y el uso del instrumento de la negociación colectiva para la incorporación de la perspectiva de género en la misma, estimulándose la inclusión de cláusulas que promuevan y garanticen condiciones para la igualdad de oportunidades y derechos en el ámbito laboral. Asimismo, en junio de 2012, Uruguay fue el primer país en el mundo en ratificar el Convenio Nº 189 de la OIT sobre trabajo decente para las trabajadoras y trabajadores domésticas/os.

En el 2009 se aprobó la Ley Nº 18.561, para la prevención y sanción del acoso sexual en el ámbito laboral y en las relaciones docente-alumno. Ante la ausencia de reglamentación, el Inmujeres ha desarrollado diversas herramientas que faciliten la aplicación de esta ley.

En el 2011 se aprobó la Ley Nº 18.850, hijos de personas fallecidas como consecuencia de hechos de violencia doméstica. Se establece en su favor una pensión no contributiva y una asignación familiar especial. A partir del 9 de abril de 2012 se comenzaron a recibir las solicitudes de pensiones en el Banco de Previsión Social.

El proceso de construcción de un Sistema de Cuidados, ya mencionado previamente, se ha realizado en diferentes etapas. Una inicial, en la que se elaboraron documentos de diagnóstico y propuestas para cada población objetivo. A efectos de complementar estos documentos, se realizaron una serie de debates de intercambio públicos en tres niveles diferenciados (nivel nacional en general, nivel nacional por población objetivo y por Departamento). Las poblaciones objetivo son: niños y niñas de 0 a 3 años, personas con discapacidad dependientes, adultos/as mayores dependientes y cuidadores/as, de la cual la amplia mayoría son mujeres. Por el momento, se ha avanzado en  la elaboración de estrategias de implementación de corto plazo que prevé la optimización del uso de los recursos ya existentes. Asimismo, se prevé la definición de estrategias de mediano y largo plazo que garanticen una plena instalación del Sistema.

La aprobación en el 2009 de la ley Nº 18476 de Participación Política garantizará la implementación por única vez de un mecanismo para lograr una mayor igualdad entre varones y mujeres en el acceso a los cargos electivos del sistema político uruguayo. Esta ley establece la obligación de incluir a personas de ambos sexos en cada terna de candidatos/as (tres lugares sucesivos), tanto titulares como suplentes, en las listas electorales presentadas en los tres comicios —internas de los partidos políticos, nacionales y departamentales— que integran el ciclo electoral quinquenal uruguayo,  y también en todos los procesos electorales propios de las distintas colectividades políticas en los cuales eligen sus autoridades partidarias.

Con respecto a la promoción de la “institucionalización de la perspectiva de género”, desde Inmujeres se trabaja, a partir del 2008 en la definición y puesta en marcha de una política pública dirigida a promover que las organizaciones públicas y privadas integren en su gestión organizacional la equidad de género. Es una estrategia de “institucionalización de la perspectiva de género”, que busca no solamente transformar las prácticas organizacionales discriminatorias sino las propias estructuras organizativas que producen tales prácticas. De tal modo, la institucionalización de la perspectiva de género se propone en el mediano y largo plazo para alcanzar tal potencia transformadora, que los organismos que apliquen esta metodología comiencen a producir políticas, servicios y productos, así como generar interacciones con sus entornos, sensibles al género, y que por tanto, que impacten en un ejercicio más igualitario de los derechos de la ciudadanía. Esta estrategia tiene su traducción metodológica en un Modelo que opera como una guía para la implementación de un Sistema de Gestión de Calidad con Equidad de Género de carácter certificable, de manera que las organizaciones transiten por un proceso anual de auditoría externa que verifique la adecuada implementación y profundización del sistema y recomiende la entrega pública de un Sello de Calidad con Equidad de Género en cuatro niveles sucesivos. 

Recientemente la Cámara de Diputados aprobó un proyecto de ley sobre acciones afirmativas que prevé que el 8% de los cargos vacantes en el Estado sean cubiertos con población afrodescendiente, durante los próximos 10 años, lo que significa un enorme avance para la democracia uruguaya, dadas las múltiples e históricas discriminaciones sufridas por esta población y especialmente por las mujeres afrodescendientes en nuestro país. Resta su aprobación por el Senado para convertirse en ley.

d) Una descripción de las medidas llevadas a cabo para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, así como de las acciones para implementar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará".

Nuestro país ha ratificado la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará" el 5 de enero de 1996. El Estado uruguayo viene implementando diversas medidas para dar cumplimiento a la Convención, que son reportadas al Mecanismo de Seguimiento (MESECVI) y al Comité de Expertas (CEVI).
  

A continuación presentamos aquí los principales avances en el diseño e implementación del Sistema de Respuestas desde el Estado uruguayo a las situaciones de violencia de género.

Sistema de Respuestas.

Para brindar respuesta a las situaciones de violencia se ha apelado a una visión sistémica de las respuestas que permita fortalecer los mecanismos interinstitucionales y la especificidad de cada sector. En este sentido se trata de una política universal dado que todos los actores de todos los niveles deben verse involucrados con una primera respuesta. Asimismo, son necesarias las respuestas específicas y de especialización para aquellos casos de mayor riesgo que requieran protección y tratamiento. El sistema de respuesta incluye las acciones de prevención, la red de servicios de atención, la rehabilitación, el acceso al sistema de justicia, los sistemas de información y la formación y capacitación. 

a. Prevención:

Una política pública de prevención requiere medidas destinadas a evitar la aparición del problema, reducir los factores de riesgo, implementar medidas para detener su avance y atenuar sus consecuencias una vez establecida. Para lograrlo son necesarias acciones transformadoras, que promuevan cambios en las formas de relación entre hombres y mujeres, y entre adultos, niños, niñas y adolescentes y que aseguren la participación de todos los operadores de todos los sistemas, tanto públicos como privados. La presencia de las distintas instituciones del Estado en los territorios, a través de programas descentralizados y dispositivos de cercanía,  sensibilizan acerca del tema,  favorecen la detección precoz de las situaciones y facilitan el acceso a la red de asistencia a nivel territorial. 

Como organismo rector de las políticas de género y coordinador del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica, el Inmujeres ha desarrollado campañas, materiales didácticos y de difusión, encuentros, publicaciones y videos. Asimismo, ha promovido actividades culturales y recreativas en el marco del 25 de noviembre: Día mundial de lucha contra la violencia hacia las mujeres. Desde 2006, en el marco de la conmemoración del Día Internacional de las Mujeres, se realiza una cadena de radio y televisión, siendo el tema de violencia de género un tópico central. Se ha diseñado una estrategia que se orienta hacia la prevención del mantenimiento y repetición de las situaciones de Violencia doméstica a través de la detección activa y atención precoz en el marco del sistema Nacional Integrado de Salud, (Decreto 494/2006). 

Durante el 2011 el Ministerio del Interior elaboró materiales de difusión para el personal policial de manera de contar con información clara y precisa sobre los procedimientos y actuaciones en materia de violencia doméstica. Fue elaborado un librillo de Medidas de Autocuidado dirigido a las mujeres que están viviendo situaciones de alto riesgo. 

El Instituto de niños, niñas y adolescentes del Uruguay (INAU), como órgano rector de las políticas de infancia, y en el marco del Sistema Nacional de Protección a la Infancia y Adolescencia contra la Violencia- SIPIAV,  ha desarrollado campañas de sensibilización dirigidas a la ciudadanía, a través de folletos, afiches y volantes, en acuerdo con empresas privadas y apoya todos los años una de las campañas más destacadas en el país como es la “Campaña un Trato por el Buen Trato”. Desde los distintos Centros de Atención se realizan talleres de sensibilización y se apoyan campañas de sensibilización a nivel local, para las distintas zonas de influencia.

Los Gobiernos Departamentales juegan un papel relevante en las acciones dirigidas a la prevención, a través de la difusión, sensibilización y promoción de derechos. En diversas Intendencias se han desarrollado programas, actividades y acciones de prevención en el marco de las áreas de género y/o desarrollo social de cada Intendencia.  En la capital del país, Montevideo, se han creado once Comunas Mujer desde 1996, en el marco de las cuales se realizaron talleres de sensibilización y capacitación, folletos informativos, actividades zonales y centrales de gran impacto. 

Desde la Administración Nacional de Educación Pública - Comisión Directiva Central se han desarrollado acciones y campañas de sensibilización y prevención de violencia en el noviazgo, promoción de vínculos saludables y programas de convivencia escolar tanto a nivel de educación primaria como de educación media. 

Asimismo, existen actores de la sociedad civil organizada que cumplen un rol fundamental en la tarea de promoción de los derechos de las mujeres. Actualmente la Red Uruguaya Contra la Violencia Doméstica y Sexual está integrada por 33 organizaciones de la sociedad civil con experiencia en prevención, atención, investigación y sensibilización. En los últimos años han realizado múltiples actividades de difusión y promoción de derechos de las mujeres y se han llevado a cabo actividades de alto impacto con intervenciones urbanas y campañas de comunicación masiva. Junto a la Bancada Bicameral Femenina implementan la Campaña “Nunca más a mi lado” que realiza el Grupo: No te Va a Gustar, destacado grupo de música nacional, que realizó la donación de los derechos de autor de la canción central de la campaña.

En febrero de 2008, el Secretario General de las Naciones Unidas, Ban Ki-moon emprendió su campaña «Únete para poner fin a la violencia contra las mujeres», una iniciativa encaminada a prevenir y eliminar la violencia contra mujeres y niñas en todas las partes del mundo. Particularmente en Uruguay durante los años 2010 y 2011 se han llevado a cabo campañas publicitarias, exposiciones fotográficas y elaborado materiales de difusión entorno a la misma.

En relación a la trata de mujeres, específicamente con fines de explotación sexual, su visibilización en tanto delito y sus problemáticas asociadas, ha mejorado sustancialmente. En este sentido, tanto  las acciones emprendidas en torno a la sensibilización a operadores sociales en general y funcionariado público, en particular, la realización de eventos públicos presentando la problemática y las respuestas nacionales para su combate, junto a la labor de los medios de comunicación, han tenido una presencia importante.

b.  Acceso al Sistema de Justicia.

A partir del año 2004 se crearon cuatro juzgados especializados en Violencia Doméstica en la órbita del Poder Judicial, que se organizan en turnos semanales. A partir de la Ley 17.823 del Código de la Niñez y la Adolescencia pasan a tener responsabilidad no solo en lo relativo a la Ley 17.514 de Violencia Doméstica, sino que se les encomienda todo lo vinculado a protección de niños, niñas y adolescentes. En el año 2011 se crean dos nuevas sedes.

La Defensoría Pública es un derecho de todos los ciudadanos/as que no superen un determinado nivel de ingresos. Brinda la asistencia gratuita en materia jurídica y de oficio en todo lo relativo a temas de familia y en materia de competencia exclusiva de los Juzgados Letrados de Primera instancia. En Montevideo actúan las Defensorías de Oficio en Familia y Defensoría de Oficio en Familia Especializada en Violencia Doméstica, en el interior funcionan en los Juzgados Letrados de Primera Instancia. El 86,8% de las víctimas y el 84,1% de las personas denunciadas recurren a la asistencia letrada a través de la Defensoría.

La Ley 18.719 (2010) en su art. 54 crea la 3er Fiscalía Letrada Nacional en Materia de Violencia Doméstica y en el 2012 fueron creados los cargos para su integración.  La justicia Penal al igual que las fiscalías en la materia interviene también en casos de violencia de género y violencia doméstica en tanto y en cuanto se verifican la ocurrencia de hechos delictivos y tienen por tanto un lugar relevante en el sistema de acceso a la justicia para las víctimas de violencia doméstica. 

El Decreto 317/2010 que reglamenta la Ley de Procedimiento Policial en materia de violencia doméstica, establece en su artículo 1º que “La violencia doméstica es un tema de seguridad pública y configura una flagrante violación a los Derechos Humanos que exige dar respuestas con responsabilidad, solvencia, inmediatez y profesionalidad, atendiendo de forma especial a la persona que requiere protección a través de un procedimiento específico”. Dicho decreto está integrado por 10 capítulos que desarrollan todos los pasos que debe realizar la policía al recibir una situación de violencia doméstica. A partir de este marco programático se trabaja con el objetivo de mejorar y profesionalizar la actuación policial en materia de violencia doméstica y de género asegurando que: a) toda la policía pueda brindar respuestas responsables, solventes y adecuadas; b) la especialización y jerarquización de las Unidades Especializadas en Violencia Doméstica. Actualmente funcionan treinta UEVD a nivel nacional.

El Uruguay ha fortalecido su legislación nacional con relación al fenómeno de la trata y tráfico  de personas, con la sanción de leyes y la ratificación de convenciones internacionales tendientes a la persecución penal de aquellas conductas que atentan contra la libertad de las personas, en sus diversas modalidades de sometimiento, se encuentra actualmente en una etapa de fortalecimiento de las políticas estatales en la materia, que en este periodo se han centrado en potenciar las  medidas de prevención,  generar estrategias de fortalecimiento institucional, y profundizar las respuestas de atención integral. 

c. Red de servicios de Asistencia.

La asistencia a situaciones de violencia doméstica mantuvo durante años una respuesta fragmentada por sector y focalizada en la emergencia. Desde hace 10 años (a partir de la Ley 17.514 y de la constitución del Consejo Consultivo Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica y el SIPIAV) se inicia un proceso para el desarrollo de políticas basadas en la interinstitucionalidad y la articulación de una red de servicios de asistencia donde cada organismo (salud, seguridad, servicios sociales, educación) actúe según su competencia y según las características de cada situación. Por lo tanto, la red de servicios de asistencia a las situaciones de violencia doméstica es multisectorial y tiene un desarrollo diverso a nivel nacional. Cada organismo brinda respuestas según su competencia, considerando los acuerdos y normativas existentes en cada sector. La accesibilidad y la calidad de los servicios son temas que desafían al sistema público y en los temas de violencia doméstica en necesario continuar avanzando en el tejido de una red interinstitucional que asegure no sólo la atención de las situaciones ya consolidadas o de emergencia sino en la captación y prevención de las mismas.

A nivel nacional existen diferentes servicios en el país con características diversas en función de sus cometidos, cobertura, inserción interinstitucional entre otras. Existen espacios de trabajo interinstitucional a nivel nacional y territorial que permiten avanzar en los acuerdos para la construcción de las respuestas conjuntas. 

La puesta en funcionamiento de servicios públicos de atención a mujeres en situación de violencia basada en género, forma parte de la estrategia del INMUJERES para ofrecer una respuesta integral y especializada a la temática. Los servicios brindan asistencia psico - social y jurídica a mujeres en situación de violencia doméstica y en los servicios del interior del país se brinda patrocinio en juicio. Actualmente funcionan a lo largo del territorio nacional, 16 Servicios Públicos de Atención a Mujeres en situación de Violencia basada en Género. En el año 2011, se ha iniciado un proceso de incorporación a los servicios, de dispositivos móviles. Estos dispositivos, están conformados por tres operadores/as y brindan servicio de detección y primeras respuestas en situaciones de violencia basadas en género. También desarrollan tareas de promoción y sensibilización a nivel comunitario para la difusión del servicio en centros urbanos, localidades y zonas rurales. Se han incorporado hasta el momento 7 dispositivos móviles y se proyecta para 2015 servicios en todos los departamentos del país con sus respectivos dispositivos móviles. 

El componente habitacional es una de las múltiples dimensiones a considerar en la ruta de salida de las mujeres en situaciones de violencia doméstica. Se han creado soluciones habitacionales para la urgencia y la transitoriedad. En enero de 2009 se celebra un acuerdo entre el Ministerio de Vivienda (MVOTMA) y el Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) para la implementación del Proyecto: ‘Alternativas habitacionales transitorias para mujeres en proceso de salida de situaciones de violencia doméstica’. Este proyecto tiene cobertura nacional. 

En 2012 se crea la Casa de breve estadía que tiene como función brindar alojamiento, protección y orientación a mujeres solas y/o con hijos/as a cargo en situación de violencia doméstica con riesgo de vida. Por otra parte, se generan espacios de asesoramiento y orientación a gobiernos locales y departamentales en materia de soluciones habitacionales para mujeres en situaciones de violencia doméstica. 

Desde 2007 a la fecha se ha avanzado en la respuesta desde los servicios de salud, existen 103 equipos de referencia distribuidos en todo el país en las instituciones públicas y privadas, incluyendo instituciones públicas no incluidas en el SNIS. Estos equipos son los encargados de organizar y brindar apoyar para la atención en la institución, así como también de la asistencia directa a los casos de mayor gravedad. El modelo de atención propuesto en el SNIS enfatiza la responsabilidad de todos los servicios y todo el personal en la asistencia y la articulación intersectorial como una necesidad para dar una respuesta eficaz e integral. Se ha ubicado la atención a las personas en situación de Violencia Doméstica como una responsabilidad de los servicios de salud y se ha avanzado en implementar la atención. Es necesario profundizar y extender esta estrategia y mejorar la calidad de la respuesta.

Desde 2008, cuando se inicia la reforma del Sistema de salud, se establece que una parte del dinero que el Fondo Nacional de Salud paga a las instituciones prestadoras de servicios de salud, estará sujeto al cumplimiento de metas prestacionales, exigencias que se establecen desde la Junta Nacional de Salud, de acuerdo a los temas que considera prioritarios. Desde 2011 se estableció la indagación de rutina sobre Violencia Doméstica como meta prestacional.

Desde 2007 funciona un espacio de coordinación y capacitación para los equipos de referencia que se constituyó en la Red de Equipos de Salud y Violencia Doméstica, que se reúne cada dos meses en el MSP. Desde setiembre de 2011 la atención psicoterapéutica es parte de las prestaciones obligatorias de las instituciones del Sistema Nacional Integrado de Salud, dentro de las disposiciones se establece la atención de las mujeres, niños y niñas en situación de violencia como grupos prioritarios. 

Por otra parte, la aprobación de la ley Nº 18426 del 2008, de defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva que impulsó la creación de Servicios de Salud Sexual y Reproductiva en el marco del Sistema Nacional de Salud, establece la obligación de brindar atención integral de calidad y derivación oportuna a las personas de cualquier edad que sufran violencia física, sicológica o sexual, reconociendo así la magnitud y gravedad del problema y explicitando la atención a la violencia doméstica como una responsabilidad de Estado. Asimismo, esta ley establece su deber de garantizar condiciones para el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos, lo que impulsó la inclusión de un servicio de atención pre y post aborto dirigida a reducir el daño en un contexto de penalización de la interrupción del embarazo en el país. Tal como fue mencionado previamente, el Parlamento ha aprobado una ley que suspende la penalización de la interrupción del embarazo en determinadas circunstancias y bajo determinadas condiciones, la que hoy espera su promulgación por el Poder Ejecutivo.

La estrategia de creación en las instituciones del ¨Espacio Adolescente¨ incorporó desde un inicio el tema de la violencia como una prioridad. Existen 108 Espacios actualmente en funcionamiento en instituciones de salud.

Actualmente están funcionando en todo el territorio nacional,15 comités de recepción locales del SIPIAV, que tienen por objetivo; recepcionar, orientar y coordinar la atención de situaciones de violencia de niños, niñas y adolescentes en forma intersectorial, en el marco del modelo de protección Integral. Por su parte el INAU implementa servicios que cotidianamente atienden las situaciones de violencia que viven niños/as y adolescentes, a través de los Centros de Estudios y Derivación en cada departamento del país, la línea de atención telefónica (Línea Azul), Centros de Referencia Familiar, Casamiga, tres referentes regionales en Montevideo y la Unidad de Atención Familiar. 

Asimismo, se han realizado convenios con organizaciones de la sociedad civil, por los cuales se brinda respuesta en cinco refugios para madres con niños/as y servicios de atención específica a estas situaciones.

Varios gobiernos departamentales del país han creado Servicios de Atención a mujeres en situación de violencia doméstica. El Servicio Telefónico de Ayuda y Orientación a Mujeres en Situación de Violencia Doméstica creado en 1994 por la Intendencia de Montevideo tiene actualmente alcance nacional. En Montevideo, capital del país, desde el año 1996 se implementan 11 servicios de atención personalizada que brindan asesoramiento jurídico y atención psicosocial en situaciones de violencia doméstica a través de convenios firmados con organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, el Servicio el Programa de atención a hombres que deciden dejar de ejercer violencia creado recientemente ofrece un espacio semanal de reflexión y trabajo grupal a los hombres.

En el marco del proyecto "Aplicación de Medidas para la elaboración de una política pública sobre trata de mujeres, niñas/os y adolescentes con fines de explotación sexual comercial", con financiamiento de la Unión Europea, y en articulación con la ONG Foro Juvenil, el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Instituto de la Niñez y la Adolescencia del Uruguay (INAU), están funcionando dos servicios piloto de atención a víctimas de trata con fines de explotación sexual comercial, uno destinado a mujeres adultas, que funciona en la órbita del Inmujeres y otro con coordinación del Foro Juvenil y el INAU destinado a la atención de niños, niñas y adolescentes. Éstos brindan asistencia psico-social legal. Los mismos han recibido varios casos y ello ha permitido mejorar las articulaciones interinstitucionales preexistentes e identificar los obstáculos de la intervención para desarrollar las respuestas más adecuadas. Ambos equipos han sido fortalecidos en su capacitación en diversos espacios de discusión, como ateneos y con el apoyo de asistencias técnicas de la región. La implementación de los servicios de atención a mujeres en situación de trata con fines de explotación sexual, ha sido un paso fundamental, para brindar una respuesta integral a las mujeres directamente afectadas, y brindar asesoramiento a sus familias, cuando lo requieren. Estos servicios se han convertido en referentes para la derivación de situaciones y para el asesoramiento a equipos psicosociales del interior del país. Al final del 2012, una vez finalizado el aporte de la Unión Europea, los servicios serán absorbidos por el Estado. En el caso del servicio destinado a la atención de mujeres adultas, no sólo se garantizará su continuidad, sino que se ampliará su capacidad, en tanto el número de recursos humanos y las horas destinadas a la atención directa y a la capacitación  de otros operadores.

d. Sistema de información.

Contar con información de calidad es central para el diseño de políticas públicas y si bien se han realizado importantes avances persisten diferentes niveles de problemas que dificultan el avance hacia un sistema integrado. Un primer nivel de problemas se encuentra en los desarrollos desiguales de los sistemas de información sectoriales. Un segundo aspecto está referido a los problemas provenientes de la dificultad de tipificar el delito de violencia doméstica que lleva a que la mayoría de las situaciones que configuran delitos se titulen como lesiones, amenazas, violencia privada, homicidios, etc. Una tercera dificultad la configura la inexistencia de datos sobre la prevalencia del fenómeno en la sociedad uruguaya por lo cual no es posible tener una línea de base sobre la cual definir los indicadores de impacto. 

A pesar de ello se han generado avances sustantivos en los diferentes sectores, en el marco de estrategias coordinadas entre ellos:

La puesta en funcionamiento del Sistema de Gestión de Seguridad Pública (SGSP) a nivel nacional, en la órbita del Ministerio del Interior, que incluye un módulo de violencia doméstica. Esta nueva etapa en los sistemas de información de la institución posibilitarán la mejora del procedimiento policial en materia de violencia doméstica. 

El SGSP permitirá asociar los delitos de lesiones, amenazas, violencia privada entre otros con los de violencia doméstica. Asimismo el Módulo de Violencia Doméstica requiere al operador recabar información sobre los principales aspectos del fenómeno en particular aquellos asociados a la evaluación de riesgo. Por otra parte, el módulo solicita al operador completar un capítulo sobre las medidas cautelares interpuestas por la justicia a través de la cuales no solo se va a poder dar seguimiento a las mismas sino que va a permitir tener un registro acabado de los antecedentes del problema.

En el año 2008 se creó el Observatorio de Salud y Violencia Doméstica, integrado intersectorialmente, con participación de representantes de los organismos del estado, la academia, las instituciones prestadoras de servicios y la sociedad civil organizada, incluyendo organizaciones de usuarios y gremiales. Hasta 2010 la información sobre los indicadores era parcial y discontinuada.

Existe un Sistema de información para la Infancia (SIPI) que tiene cobertura a nivel nacional y reporta a todos los niños/as y adolescentes atendidos por INAU en sus distintas modalidades de Atención. El SIPI cuenta con categorías de registros específicos para las situaciones de violencia atendidas por INAU.  

En el año 2008, se crea el Sistema de información de Género en la órbita del Inmujeres, que se encarga de procesar información, analizarla y producir estadística de género, para ponerlas a disposición de diversos actores político-institucionales, organizaciones sociales y público interesado. También produce información respecto a las mujeres que consultan en los Servicios del INMUJERES de Atención a Mujeres en situación de Violencia Basada en Género.

Inmujeres cogestiona el Componente “Prevención, sensibilización y erradicación de la trata de mujeres con fines de explotación sexual en los países del MERCOSUR” del proyecto: “Fortalecimiento de la Institucionalidad y la Perspectiva de Género en el MERCOSUR” de la Reunión de Ministras y Altas Autoridades de la Mujer del MERCOSUR - RMAAM, financiado por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID). Los principales avances en referencia al componente se vinculan con la finalización de un diagnóstico regional sobre el tema trata de mujeres con fines de explotación sexual, y la presentación de una propuesta de protocolo acotada a la atención de mujeres en situación de trata internacional. Asimismo, Ia RMAAM definió recientemente seguir trabajando para la pronta adopción de una guía de atención a mujeres en situación de trata internacional con fines de explotación sexual. 

e. Formación y capacitación de los operadores de los distintos sistemas.

El Ministerio del Interior cuenta con tres niveles de formación destinados al ingreso de Oficiales y Subalternos y a los pasajes de grado que son los que los habilitan al ascenso. En todos ellos se han incorporado módulos de violencia doméstica pero la  Escuela Nacional de Policía junto a la División Políticas de Género están trabajando con el objetivo de incorporar de manera transversal los temas de género, derechos sexuales y reproductivos y violencia doméstica. 

En otro ámbito, en 2009 y 2010 se estableció como una de las metas prestacionales en el marco del SNIS, que el 20% del personal de salud recibiera al menos 6 hs de capacitación en violencia doméstica. 

A partir del Programa de Formación Permanente del  INAU, se desarrollan diversas actividades formativas, dirigidas a la atención y abordaje de las situaciones de violencia a niños, niñas y adolescentes. Se han desarrollado seminarios de capacitación con invitados extranjeros en temáticas de Abordaje del Abuso Sexual Infantil, Abuso sexual, trauma y tratamiento y el intercambio de experiencia con Colombia.

Por otra parte, en el marco del SIPIAV, el sector educativo, durante el año 2011- 2012 con el Consejo de Formación en Educación se llevó adelante un curso de formación a alumnos de los 4° años de los Institutos de Formación Docente en la utilización del mapa de ruta para situaciones de maltrato y abuso sexual infantil. También se realizó un proceso de capacitación a equipos técnicos y docentes de Educación Secundaria y el Consejo de Enseñanza Técnico Profesional.

En el marco de IINMUJERES - MIDES se han desarrollado diversas acciones de capacitación sobre violencia basada en género y especialmente sobre violencia doméstica y trata de mujeres con fines de explotación sexual, dirigidas a integrantes de organismos públicos y de la sociedad civil organizada. Las acciones de capacitación se han efectuado a través de múltiples jornadas, cursos básicos y de profundización, conferencias y seminarios de carácter nacional e internacional. 
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�	Si bien no existen aún evidencias de que la densidad de aportes a la seguridad social de las mujeres sea menor que la de los varones, el propio Banco de Previsión Social trabaja con esa hipótesis, asumiendo que la aparente inexistencia de brecha puede surgir de sesgos de muestra en los análisis realizados hasta la actualidad o bien de la intervención de otras variables, algunas  propias de un sistema mixto como las condiciones de obligatoriedad de aportar a uno u otro tramo del sistema (de solidaridad intergeneracional o de capitalización individual), u otras como por ejemplo las diferentes prevalencias de la informalidad en la población según sexo (ver Lagomarsino y Lanzilotta, “Densidad de aportes a la Seguridad Social en Uruguay…1997-2003”, Equipo de Representación de los Trabajadores en el BPS, 2004.   


�	 Se adjunta el Informe de la Segunda Ronda de Evaluación Multilateral, así como la Ampliación de información al Informe Final sobre Uruguay.





